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      Resumen
    

    
      Tras la contextualización, en clave política nacional e internacional, del polémico proceso de compra de una escuadra rusa por parte del gobierno español entre 1817 y 1818, este artículo analiza, en primer lugar, la construcción del relato de los hechos a partir de las memorias de dos de sus protagonistas; en segundo lugar, el perfilamiento temprano de la versión canónica más extendida, que subraya el fraude y la corrupción que la envolvió, y que sitúa a Fernando VII en el centro del problema; y, finalmente, la repetición de esta versión hasta bien entrado el siglo XX, tanto por parte de historiadores, como por la prensa, demostrando su fuerza y su capacidad de resistencia y adaptación a distintas coyunturas, si bien cuando alcanzó mayor relevancia fue en el contexto de la pérdida de las últimas colonias en 1898 que remitía infaliblemente al de la pérdida del grueso del imperio, y de los planes de renovación de la armada aprobados en 1909.
    

    
      
    

    
      Palabras clave
    

    
      Corrupción; Sexenio absolutista; Fernando VII; escuadra rusa; colonias.
    

    
      
    

    
      Abstract
    

    
      This article begins by setting out the controversial process by which the Spanish government purchased a Russian squadron between 1817 and 1818 within its national and international political context. It then analyses, firstly, the construction of the narrative of these events based on the memoirs of two of their protagonists; secondly, the early shaping of the most widely accepted canonical version of these events, which highlights the fraud and corruption surrounding them and places Ferdinand VII at the centre of the issue; and, finally, the replication of this version well into the 20
      th
       century, both by historians and the press, demonstrating its strength and its capacity for resilience and adaptation to different circumstances, although it attained its greatest significance in the context of the loss of the last colonies in 1898, which inevitably evoked the previous loss of the largest part of the empire, and the plans for the renewal of the navy approved in 1909.
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      Introducción
    

    
      El 21 de febrero de 1818 llegó a Cádiz una escuadra rusa comprada por el gobierno español con el fin de contribuir al envío de una nueva expedición militar a América. El irregular proceso de compra, impulsado por el rey sin el conocimiento de tres de los ministros que más tenían que decir al respecto –los de Estado, Marina y Hacienda–, y con la participación, en cambio, del embajador ruso y de algunos de sus colaboradores más cercanos; junto a las particularidades técnicas de unos barcos construidos en el Báltico que presentaron algunos problemas a su arribo a España, contribuyeron a que la escuadra se convirtiera, en el imaginario histórico español, en ejemplo de la corrupción de los negocios enquistada en la forma de hacer política de Fernando VII y alimentara, en adelante, el relato de la corrupción institucional en España. 
    

    
      No es mucho, con todo, lo que se conoce sobre este momento, ya sea sobre las circunstancias concretas en las que se llevó a cabo la compra, o ya sea acerca de los relatos y proyecciones que terminaron asociándola con la corrupción y el fraude a lo largo de la contemporaneidad, en parte, porque los estudios sobre la corrupción son relativamente recientes en España. Hasta hace poco menos de una década, algunos destacados especialistas del campo de la historiografía seguían situando los estudios sobre la corrupción política en una fase inicial y emergente, ya no solo en España, sino también en Europa y Latinoamérica, señalando que presentaban vacíos y estaban faltos aún de un desarrollo pleno (Muñoz, 2016, 2; Engels, 2018, 25; De Riquer, Rubí y Toledano, 2018, 47-48; Rubí y Toledano, 2019, 134; Peña y Bonaudo, 2019, 36). Desde entonces, y gracias al impulso de la llamada 
      Nueva Historia de la Corrupción Política
      , se ha seguido avanzando en el conocimiento de la corrupción desde diferentes claves y dimensiones, tanto teóricas y conceptuales como referidas a prácticas concretas de actuación, abriendo con ello nuevas vías de aproximación y entendimiento en torno a los sistemas políticos y las sociedades contemporáneas, lo que ha propiciado, en definitiva, una mejor comprensión de la modernidad occidental (Díaz y Ruderer, 2023, 1-2). 
    

    
      Parte de estos esfuerzos se ha dirigido además al estudio de ese fenómeno en el siglo XIX, facilitando con ello un conocimiento más preciso de sus bases, dinámicas, imaginarios y representaciones en un tiempo central para la configuración de las culturas políticas contemporáneas (por ejemplo, Luján, 2018; Peña y Feria, 2020; Capellán, 2022). En todo caso, no todos los tiempos ni situaciones han sido objeto de la misma atención, y ello a pesar del potencial y significación que pudiesen tener a la hora de explicar determinados contextos políticos, prácticas culturales y marcos simbólicos de la contemporaneidad. Tal ha sido el caso, por ejemplo, de la corrupción en tiempos de Fernando VII, sobre la que contamos con un breve e interesante trabajo de Emilio La Parra (2018b), pero que, en líneas generales, demanda un análisis más completo y exhaustivo sobre sus diferentes dimensiones y manifestaciones, también incluso desde claves simbólicas y narrativas con proyección más allá del periodo específico de su reinado. 
    

    
      Es precisamente en este punto donde se sitúa este trabajo, que se acerca al fenómeno de la corrupción en España en las primeras décadas del siglo XIX, en sus dimensiones tanto materiales como narrativas, mediante el análisis de la compra de los barcos rusos durante el sexenio absolutista, en un tiempo en el que el marco absolutista tradicional se encontraba en cuestionamiento y se advertía la tensión entre las culturas políticas sobre las que se terminaría edificando el espacio político de la contemporaneidad.  
    

    
      Asumir este enfoque requiere, con todo, algunas puntualizaciones de partida. Y es que, por ejemplo, la aplicación de una definición de corrupción anclada en la actualidad a un acto que correspondía a la lógica del absolutismo puede resultar en un análisis incompleto, que deriva además en la equiparación del corrupto como premoderno, cuando el fenómeno de la corrupción ha trascendido la supuesta modernidad y sigue presente en nuestras sociedades (Engels, 2019, 28 y 45)
      .
       
    

    
      Tras el paréntesis representado por los años de vigencia de la Constitución de Cádiz, el español volvía a ser, en efecto, un Estado premoderno, en el que convivían, sin una separación clara, lo público y lo privado, lo formal y lo informal, de modo que no ha de extrañar que, para muchos, empezando por el propio rey, resultara legítimo incorporar la defensa de intereses privados en la gestión de lo público, y que lo hicieran, además, como ha señalado Knights (2021), con una autopercepción de la corrupción y del abuso que les permitía justificar su modo de proceder, ya fuera porque consideraran que hacían lo que la costumbre había convertido en aceptable, ya fuera porque estimaran que su ganancia personal fuera compatible con el bien del Estado.
    

    
      En consecuencia, en este trabajo partimos de la idea de que las irregularidades seguidas durante la compra de la escuadra no deben ser analizadas como propias y exclusivas del absolutismo, sino como parte de un 
      modus operandi
       de hombres públicos y de negocios que trasciende épocas y sistemas políticos; es más, una parte del absolutismo ya denunció en la época las anomalías de la compra.
    

    
      
    

    
      La política americana y los dos planos de acción de la monarquía fernandina
    

    
      La necesidad de afrontar el grave problema generado por los procesos de separación abiertos, desde prácticamente 1808, por la mayoría de los territorios americanos de la monarquía española, se halla detrás de la adquisición de los barcos rusos, puesto que, dada la apuesta por el envío de expediciones, la compra era una manera más expedita de superar las carencias de la armada española que la construcción.
    

    
      Ahora bien, la idea de asentar en exclusiva la política americana sobre el envío de expediciones no era secundada por todo el gobierno español. El rey y el conjunto de sus ministros coincidían en que la recuperación de posiciones en América pasaba por el refuerzo de la maltrecha armada española; de igual modo, aceptaban que la forma más rápida de conseguirlo era la compra. Discrepaban, en cambio, en el uso a dar a esos nuevos barcos. Para unos, los absolutistas más pragmáticos, serían un complemento perfecto para afrontar una negociación desde posiciones de fuerza, esto es, pensaban más en su carácter disuasorio, como complemento necesario de la política negociadora que defendían; en tanto que, para otros, el rey y los más reaccionarios, se trataba de contar con un instrumento puramente punitivo. 
    

    
      Las particularidades del absolutismo fernandino (La Parra, 2018a) harían que las diferencias no dieran lugar a un debate abierto sobre el problema en el seno del gobierno, sino que, en la práctica, se asistiera a dos abordajes paralelos, el oficial, a cargo fundamentalmente de los ministros moderados, y el paraoficial, a cargo del rey y su entorno más cercano. 
    

    
      Durante el sexenio absolutista participaron en el gobierno y en las altas instancias de la administración una serie de absolutistas moderados y pragmáticos que trataron de asegurar la supervivencia del antiguo orden con iniciativas basadas en la racionalización administrativa, la negociación y las renuncias. En el caso concreto del problema americano, los moderados, sin descartar por completo el empleo de la fuerza, consideraron la posibilidad de negociar con los descontentos ofreciendo concesiones, conscientes, por un lado, de lo fundado de algunas de sus reivindicaciones y, por otro lado, del quebranto económico que supondría el envío de unas expediciones que exigían el empleo de unos recursos de los que se carecía, sin tener además garantías de que la represión por la fuerza fuera a asegurar el restablecimiento del dominio español a largo plazo (Delgado, 2006, 15-18; Butrón, 2024, 62-64). 
    

    
      Sin embargo, la forma de entender el gobierno impuesta por Fernando VII, articulada en un doble plano de acción, uno oficial y otro palaciego, impidió que el estudio de soluciones a una cuestión tan trascendental como la americana tuviera consecuencias reales sobre la política final a seguir, que se decantó por la apuesta única por las expediciones, de modo que, paradójicamente, de nada sirvió que el gobierno español contara en aquellos momentos con un núcleo de poder ganado para la moderación, con José García León y Pizarro en el ministerio de Estado, Martín de Garay en el de Hacienda y José Vázquez de Figueroa en el de Marina, esto es, tres de las carteras más importantes, al menos sobre el papel, a la hora de arbitrar el arreglo del problema americano.
    

    
      En este punto, y como documentó Schop Soler, la iniciativa la tomó el propio Fernando VII, que, en la primavera de 1817, convencido de que la solución pasaba por la compra de barcos, trató directamente del asunto con la embajada rusa, sin dar cuenta de ello al grueso de su gobierno (1984, 209). Lo lógico habría sido que los ministros de Estado y de Marina hubieran estado al tanto de la iniciativa, y hubieran tenido voz para reconducirla o apoyarla. Sin embargo, la labor de gobierno quedaría opacada por el influjo de “la malla irregular de influencias, intereses, poderes y contrapoderes” tejida por Fernando VII, que en este asunto desvió la acción política de la esfera oficial a la extraoficial (Butrón, 2024, 64). 
    

    
      Como hemos señalado, existía consenso en torno a la necesidad de robustecer, mediante compras, la armada española. De hecho, Vázquez Figueroa, ministro de Marina, promovió la adquisición de tres corbetas y un bergantín en Francia, que llegaron a La Coruña en octubre de 1817, en teoría con destino a la Real Compañía de Filipinas, si bien enseguida zarparon rumbo a La Habana para reforzar las posiciones españolas (Anca, 2003, 48-50).
    

    
      No se trataba de una compra puntual, sino de los primeros pasos de un plan de renovación naval concebido por Figueroa, que podía haberse visto
       
      beneficiado de la liquidez obtenida por la indemnización estipulada en el artículo tercero del tratado de abolición del tráfico de esclavos firmado en septiembre de 1817 con Gran Bretaña, por el que esta se obligaba “a pagar en Londres el 20 de febrero de 1818 la suma de cuatrocientas mil libras esterlinas” a la persona designada a este fin por el rey. Sin embargo, Fernando VII, pese a que sancionaría el programa naval de Figueroa mediante una real orden de 25 de diciembre de 1817 (Fontana, 1978, 291), desvió aquellos fondos, originalmente destinados a particulares, a una operación paralela llevada a cabo directamente con Rusia.
    

    
      Para ello, Fernando VII recurrió a la mediación del embajador ruso, Dimitri Tatitscheff, con quien tenía trato directo y cercanía; hizo igualmente partícipe de la negociación a Francisco de Zea Bermúdez, encargado de negocios español en San Petersburgo; en tanto que, en Madrid, se apoyó en Antonio de Ugarte, miembro de su círculo de confianza conocido como la “camarilla”, y en el general Francisco Eguía, ministro de la Guerra, absolutista reaccionario y el único miembro del gobierno informado de la operación (La Parra, 2018, 322-325).
    

    
      La iniciativa del rey, decantado claramente por el empleo de la fuerza, debía haber anulado, dada la capacidad que le reconocía el sistema de imponer su voluntad política, la vía moderada. Sin embargo, lo anómalo del entramado de poder que había ido montando desde su retorno al trono, permitió que mientras negociaba, apoyado en Tatitscheff y Ugarte, la compra de unos barcos que podían hacer posible el envío de una nueva expedición a América, su gobierno, desconocedor en gran parte de esta negociación, trabajara en busca de una mediación europea que permitiera terminar con la “rebeldía” americana.
    

    
      En el gobierno, con Pizarro al frente, eran conscientes de que iniciar una mediación implicaba, necesariamente, realizar concesiones que mitigaran el descontento americano, pero se esperaba que, si se lograba el respaldo de las potencias europeas, y si se demostraba que la armada española se estaba reforzando, sería posible limitar esas concesiones, dado que se podría negociar desde una posición ventajosa. 
    

    
      En septiembre de 1817, el duque de Fernán Núñez, embajador en París, pasó, de orden de Pizarro, una nota a los representantes de las potencias europeas en aquella capital pidiendo su participación en una mediación con las provincias americanas. La respuesta de las dos potencias que más interesaban fue, de entrada, favorable. Según el embajador, Gran Bretaña, sin cuyo concurso era muy complicado que la iniciativa saliera adelante, reaccionó proponiendo a los soberanos de Austria, Francia, Prusia y Rusia que aceptaran una mediación “para que las Américas vuelvan bajo el tranquilo estado en que la España disfrutaba de ellas”; en tanto que el representante ruso, Pozzo di Borgo, también comunicó su interés en la propuesta, planteando que las negociaciones se desarrollaran en París y solicitando que, con el fin de fortalecer el apoyo ruso, Fernán Núñez contara con autorización e “instrucciones suficientes tanto sobre las ventajas que el Rey piensa ofrecer a aquellos vasallos, como sobre todos los puntos y datos necesarios para ilustrar a estos Ministros, y que él pudiese apoyar con más fuerza los intereses del Rey”.
      
        [2]
      
    

    
      Estas primeras aperturas de Gran Bretaña y de Rusia alentaron al gobierno español, que, sin embargo, tuvo que enfrentarse desde el principio a dos obstáculos. De un lado, las diferencias en torno al emplazamiento donde debían tener lugar las negociaciones; y, de otro lado, y aún más importante, la indefinición en torno a la oferta política y económica que hacer a los americanos. 
    

    
      Pizarro reconocía que en la capital francesa los intereses españoles estarían bien defendidos, en especial por la presencia de Pozzo, que daba “grandes esperanzas”, pero consideraba que había que postular la candidatura de Madrid como “el punto más imparcial, más céntrico, más decoroso”.
      
        [3]
      
    

    
      La cuestión del emplazamiento quedaba, en todo caso, opacada por la preocupación del gobierno español por el contenido de la propuesta británica, que hallaba lejos de su idea de arreglo, de ahí que pidiera a sus embajadores en las cortes europeas que trabajaran con el fin de neutralizarla. El objetivo era superar los escollos que Pizarro encontraba en los planteamientos británicos. En concreto, preocupaba que no especificaran los medios que adoptarían las potencias a favor del arreglo, puesto que, en función de lo que ofrecieran estarían también las concesiones que podía llegar a hacer España. En segundo lugar, que se solicitara un cese de hostilidades contra los insurgentes antes del inicio de las conferencias, medida juzgada inadmisible, pues se pensaba que frustraría el objeto de la mediación: 
    

    
      
    

    
      “¿Qué quieren las potencias? ¿mediar para qué? ¿para reunir las colonias a su metrópolis? Pues entonces no deben atar las manos a esta mientras se negocia, pues además del mal ejemplo que se da a los Jacobinos con un principio tan inmoral, se les da tiempo a consolidarse”.
      
        [4]
      
    

    
      
    

    
      Por su parte, en diciembre el gobierno ruso, pese a conocer por su embajador tanto la reticencia española a celebrar las conferencias en París o Londres, como su resistencia a concretar de antemano las concesiones y garantías que estaba dispuesta a ofrecer, propondría al gobierno español que el emplazamiento de las reuniones fuera París, así como que llevara allí un plan de reconciliación con las colonias que expusiera a las potencias mediadoras los límites en los que debía desarrollarse su colaboración (Schop, 1984, 238-241).
    

    
      Las diferencias con la principal potencia naval y los requerimientos de su entonces mayor aliada, no modificaron los planteamientos del gobierno español. Tal como explicaría Zea Bermúdez al gobierno ruso, resultaba muy peligroso aceptar las condiciones inglesas, puesto que equiparaban en la negociación a los rebeldes y a los gobiernos legítimos, un vicio de partida que, al favorecer a los primeros, impediría a la mediación alcanzar su “objetivo pacífico”.
      
        [5]
      
       Tampoco entendía el descarte de Madrid como punto de encuentro y el empeño del gobierno británico en llevar el asunto a Londres. Entre las ventajas de Madrid, Zea incluía la presencia del rey y la facilidad de consulta de toda la información y documentación relativa a la crisis de las colonias, lo que agilizaría el avance de las negociaciones. Por el contrario, consideraba improcedente la opción de Londres, y ya no solo porque no creyera que fuera un escenario neutral, dada la presencia de numerosos “jefes” revolucionarios y agentes americanos; sino por el hecho, ya señalado, de terminar equiparando a los rebeldes con el gobierno de España, lo que, en última instancia, significaba poner en duda los derechos legítimos del rey: 
    

    
      
    

    
      “sería asimilar la intervención en este asunto de las Potencias aliadas y de España a una mediación ordinaria entre dos gobiernos legítimos; sería reconocer y situar 
      de hecho
       a los jefes revolucionarios al nivel de los gobiernos legalmente constituidos y universalmente reconocidos, y por consecuencia, sería actuar en un sentido diametralmente opuesto a las máximas manifestadas en todos los actos sobre los que reposa hoy la gran confederación europea, en una palabra, sería socavar los fundamentos de los tronos legítimos al admitir el principio más peligroso y más activo en la disolución de las Monarquías”.
      
        [6]
      
    

    
      
    

    
      La diplomacia española batalló durante meses por la imposición de sus condiciones. Sin embargo, la falta de éxito y el encallamiento de la situación terminó por desvanecer sus opciones frente a la alternativa paralela planeada por el rey. Es cierto que mientras Pizarro continuó al frente del ministerio de Estado se siguió trabajando en la mediación y, en julio de 1818, el gobierno español llegó a definir por fin, en una real orden, las bases sobre las que planteaba negociar, ofreciendo cuatro tipos de concesiones a cambio de que los aliados garantizaran a España la consecución del objetivo deseado, lo que permitiría culminar la que calificaba de “la plus grande transaction qu’on ait vue dans aucun siècle, et la plus féconde en résultats d’utilité et d’importance générales”. En concreto, según se haría saber al emperador ruso a principios de agosto, el rey accedía, en primer lugar, a conceder una amnistía, aunque, eso sí, no con carácter previo, sino tras la rendición de los insurgentes; en segundo lugar, a admitir a los americanos, aptos y capaces, a los empleos y a otras gracias en igual concurrencia que los españoles europeos; en tercer lugar, a regular las relaciones comerciales de las provincias americanas con las potencias extranjeras; y, finalmente, a adoptar, en el curso de la negociación, las medidas presentadas por sus aliados, siempre que fueran compatibles con su dignidad y sus derechos.
      
        [7]
      
       
    

    
      Con todo, la caída en septiembre de los ministros moderados, que Pizarro vinculó precisamente en sus memorias con la compra irregular de la escuadra rusa (García León, 1896, II, 158-159 y 165), terminó por truncar el avance de sus planteamientos más pragmáticos, extinguió la vía negociadora y confirmó la apuesta definitiva por el uso de la fuerza.
    

    
      
    

    
      La escuadra rusa y el abandono de la mediación 
    

    
      La perspectiva de estancamiento de la opción mediadora, que podía acabar debilitando las posiciones españolas en América, contrasta con el impulso de la idea de recurrir en exclusiva al uso de la fuerza. La doble política seguida en aquellos meses cruciales concluyó con el desplome de la oficial y pública, que apostaba por la mediación, y que vería caer con ella a los ministros que la habían defendido; y dejó como única alternativa a la articulada por el rey en secreto, que contemplaba la compra en Rusia de una escuadra que facilitara el traslado de tropas a América.
    

    
      Se concretaba, de este modo, la ascendencia lograda aquellos años en Madrid por parte de Rusia, tanto en el plano informal, dadas las buenas relaciones del rey con el zar y con su embajador; como en el plano oficial, puesto que, desde el verano de 1816, siendo todavía Pedro Cevallos ministro de Estado, se había apostado por el refuerzo de las relaciones con la potencia que se creía podía defender mejor los intereses españoles en Europa y América (Schop, 1984, 188-190).
    

    
      Con dificultades para construir en los astilleros españoles de forma rápida, y circunstancialmente con dinero disponible gracias a la indemnización comprendida en la firma del tratado de abolición de la trata de esclavos, la posibilidad de comprar ganó enteros, y esa ventana de oportunidad condujo directamente a San Petersburgo.
    

    
      El primer paso lo había dado Fernando VII en marzo de 1817, cuando pidió a Tatistcheff que transmitiera al zar su deseo de contar con barcos rusos para abordar la pacificación de América. Le especificó, igualmente, que el asunto fuera mantenido en secreto, pues ni siquiera el ministro de Estado había sido informado de la iniciativa. La respuesta del gobierno ruso fue rápida y favorable, y en junio propuso la venta a España de cinco barcos de línea y tres fragatas por un importe de doce millones de rublos. Eso sí, el zar realizó dos puntualizaciones. La primera sobre la idea de llevar la operación en secreto, dado lo complicado de ocultar la larga travesía de la escuadra, de ahí que fuera partidario de ponerla en conocimiento de los aliados europeos, incluida Gran Bretaña, una vez que zarpara hacia España; la segunda sobre la necesidad de aclarar que la venta de los barcos no debía dar a entender que el restablecimiento de la autoridad española en América podía ser logrado mediante un arreglo separado entre Rusia y España, pues la solución debía llegar “de la cooperación colectiva y unánime de los estados aliados”. Hechas estas salvedades, la firma del acuerdo se verificó rápidamente, el 11 de agosto, despojado, en lo posible, de cualquier trasfondo político, y convertido en un mero acto de venta. Según informaría Tatistcheff a su corte, el rey estaba muy satisfecho con el acuerdo y también agradecido, aunque no entendió bien el deseo de ocultar la buena sintonía existente entre las dos cortes catalogando el acuerdo como compraventa (Schop, 1984, 209-211 y 214-215).
    

    
      El envío de los barcos fue pronto activado, lo que permitió que la escuadra arribara a Cádiz en febrero de 1818. La rapidez con la que se trabajó relativizó la dependencia europea del gobierno español. Hasta entonces, sin barcos, se había visto precisado a oír las consideraciones de las potencias europeas. Sin embargo, con la escuadra en su poder la situación cambiaba, puesto que, si acudía a la mediación, podía enfrentarla desde una posición reforzada; aún más, estaba incluso en condiciones de prescindir del respaldo europeo y seguir su propia línea de acción, que a mediados de 1818 estaba ya claramente decantada a favor del empleo de la fuerza. De hecho, el 25 de febrero de 1818 fueron enviadas instrucciones al duque de Fernán Núñez para que hiciera uso en París de la noticia de la llegada de la escuadra rusa a Cádiz. En concreto, debía dar a entender que la mediación ya no era imprescindible y, si llegaba a ser preguntado por la cuestión, debía responder, e incluso blasonar, “que nada pueden desear los mediadores, pues ya se está en aptitud de obrar”.
      
        [8]
      
    

    
      Esta línea de acción fue pronto reforzada con nuevas instrucciones, consistentes en desmentir “las noticias que suelen correr de que en España no hay marineros, ni ejército, ni dinero, ni nada”. Por el contrario, había que hacer ver que la causa era tan popular, que el rey encontraría los recursos que fueran necesarios.
      
        [9]
      
       En definitiva, se trataba de resaltar que en España no faltaban recursos ni entusiasmo, solo barcos para armar la nueva expedición, un problema ya resuelto con la llegada de la escuadra rusa. 
    

    
      La destitución en septiembre de los ministros moderados confirmó el fin de la vía negociadora. Cuando apenas llevaba una semana en el cargo, el nuevo ministro de Estado, el marqués de Casa Irujo, envió una exposición al rey en la que justificaba el abandono de la negociación. En ella reconocía que la búsqueda de la mediación europea, producto de la buena fe del rey y de su gobierno, había fracasado pese a los sacrificios ofrecidos, y que solo el hecho de ser voluntarios los había salvado de “la nota de humillantes”. Entendía, en concreto, que la oferta de abrir el comercio americano debía haber merecido una reacción favorable de parte británica, aunque, al mismo tiempo, no le sorprendía que no hubiera resultado suficiente. Por un lado, por las ventajas que los británicos ya gozaban en el comercio con los americanos, y por otro lado porque su gobierno, tan dependiente de la opinión pública, no podía pagar el elevado coste de enfrentarse a “unos hombres que, a su modo de ver, pelean por la libertad, que es la divinidad mágica de aquella isla”, confundiendo “libertad” y “licencia”. En fin, como Gran Bretaña nunca se sumaría a un acuerdo que tuviera como objeto “la sumisión de los insurgentes”, resultaba inútil seguir por esta vía y había que dirigir el foco a los efectos de la futura expedición. En consecuencia, proponía suspender la mediación con el gobierno inglés, incluso si este insinuase su interés por proseguirlas, así como informar al resto de cortes de la renuncia del rey español a esta vía, justo por el efecto paralizante de la resistencia británica.
      
        [10]
      
    

    
      La exposición de Casa Irujo, aprobada por el rey en una anotación al margen, implicó el envío de instrucciones a los diplomáticos españoles, con la particularidad de que el oficio destinado a la embajada en San Petersburgo contó con una mención expresa al agradecimiento del rey español por las pruebas de generosidad que le había dado el emperador ruso.
      
        [11]
      
       
    

    
      La especial sintonía con Rusia, justificada ampliamente por su condición de facilitadora de los medios necesarios para retomar la política de expediciones, llevó al propio Fernando VII a dirigirse al zar en una carta muy esclarecedora, en la que exponía los motivos que lo habían llevado a gestionar personalmente la cuestión y las razones de la apuesta por las armas (Schop, 1984, 220-221). 
    

    
      En un relato particular del asunto, el rey recordaba que, en el contexto de odio y división padecido por España en los últimos años, las mejores cabezas se habían decantado, desgraciadamente, por los principios contrarios a la legitimidad. Pese a ello, decía haber elegido a sus ministros entre todos los partidos, teniendo principalmente en cuenta su capacidad, si bien esta generosa disposición no había evitado que hubiera tenido que prescindir de algunos de sus ministros, cuyos “espíritus” habían tendido al mal, desconfiando de aquellos que, en vez de contribuir al éxito de la empresa, iban a esforzarse en secreto por obstaculizarla. Se habría visto, por tanto, obligado a supervisar personalmente todos los detalles de la pacificación de América, llegando a la conclusión de que la solución pasaba por el uso de la fuerza, sobre todo por la actitud inglesa, que había puesto sus intereses comerciales por encima de la idea de la pacificación. Una vez expuestas las claves de su gestión, Fernando VII anunciaba al zar que había reunido 18.000 hombres en Cádiz con todo el equipamiento necesario y que solo estaban a la espera de reunir los barcos para su traslado, contando con la escuadra que le había enviado para escoltar la expedición, cuyo objetivo era desembarcar en la orilla occidental del Plata.
    

    
      
    

    
      Del acuerdo al escándalo: la construcción del relato de la corrupción
    

    
      El afán por mantener en secreto la compra de los barcos terminó cuando la operación estaba tan avanzada que ya lo interesante era hacerla pública. De este modo, el 
      Diario Mercantil de Cádiz
       informaba en enero de 1818 que la escuadra rusa se hallaba en Spithead, Inglaterra, detallando el nombre, número de cañones y datos del oficial al frente de cada barco, y explicando, en un breve comentario, que algunos de los buques necesitaban “repararse y abastecerse de agua y víveres”, de modo que se suponía que el conjunto no saldría para Cádiz hasta pasados unos días.
      
        [12]
      
       La prensa americana también se haría eco de la existencia de la escuadra. Por ejemplo, ya entrado febrero de 1818, la 
      Gaceta de Caracas
       publicaba una información del mes de octubre anterior que hacía referencia a que una escuadra de cinco navíos y tres fragatas navegaba con destino a Cádiz, catalogandos los buques de “muy buenos, de nueva construcción, y muy veleros”.
      
        [13]
      
    

    
      La llegada de la escuadra a Cádiz, producida finalmente la mañana del 21 de febrero, fue puntualmente publicitada por el 
      Diario Mercantil
      ,
       
      que dio cuenta tanto de la expectación y el entusiasmo con que fue recibida en la ciudad;
      
        [14]
      
       como del acto insititucional producido el día 27, cuando una representación del ayuntamiento gaditano pasó a cumplimentar al contralmirante al mando de la escuadra.
      
        [15]
      
       
    

    
      Si la prensa gaditana no detalló el estado de los barcos, la 
      Gaceta de Madrid
      , en un largo artículo publicado el día 28, sí que señaló, en la línea de lo ya adelantado por la prensa caraqueña, las bondades de la escuadra, presentada como “en completo estado de armamento y pronta para poder emprender largas navegaciones”.
      
        [16]
      
       Nada hacía pensar, en función de estas primeras referencias públicas, que la escuadra presentara problema alguno que pudiera dar pie a pensar en un deterioro inminente de la misma. 
    

    
      A lo largo de aquel año todo parecía en orden con la escuadra, que desde su llegada a Cádiz se había convertido en elemento decisivo para el triunfo de las tesis intervencionistas. Es más, estas no habrían cobrado un impulso tan grande si los barcos hubieran sido declarados inservibles una vez en poder de la armada española. 
    

    
      Distintas fueron, no obstante, las imágenes que empezaron a manejarse al otro lado del Atlántico, esforzadas en contrarrestar los relatos que daban impulso a las opciones intervencionistas y a sus posibilidades reales de éxito. Por ejemplo, 
      El Sol de Chile
       polemizó en julio en torno a la información traída a Buenos Aires por un buque procedente de Cádiz y de “cartas de sujetos respetables”, acerca de que tras la llegada de la escuadra, “después de haber consumido ingentes cantidades en el puerto de Portsmouth para reparar las averías que sufrió en el mar del Norte”, había sido mandada anclar en el arsenal de la Carraca debido a la “falta de fondos”.
      
        [17]
      
       Poco más tarde, en agosto, 
      El Duende de Santiago
      , también chileno, se hacía eco de una información similar llegada desde Cádiz, que sostenía que “la escuadra rusa estaba inservible, que no habían medios en España para nada, y que el descontento de los Españoles con su gobierno era general”, si bien es cierto que no daba credibilidad completa a la fuente.
      
        [18]
      
    

    
      La cuestión se dirimía en estos primeros momentos en el plano, precisamente, de la veracidad de las fuentes de información, de tal forma que, aunque el probable mal estado de la escuadra estaba sobre la mesa, a esta altura aún no había sido caracterizada, al menos de manera clara y determinante, como inútil o inservible. El mismo 
      El Sol de Chile
       sugería, en octubre de 1818, en un artículo dedicado a Rusia en el que, entre otras cuestiones, trataba acerca de los recursos de su marina, que “la mayor parte de los navíos están inservibles y son viejos”, a lo que añadía no falto de sarcasmo, “según puede certificar la Corte de Madrid”.
      
        [19]
      
       No obstante, en aquellos días 
      El Duende de Santiago
       seguía insistiendo en la solidez y robustez de la escuadra rusa, a la que reconocía mayor fortaleza y superioridad que las fuerzas navales de la joven república de Chile:
    

    
      
    

    
      “No es fácil creer, sino después de visto, que un país como Chile, que ha sido devastado por los Españoles en los tres años de su humillación; que ha sostenido un ejército muy considerable desde la batalla gloriosa de Chacabuco hasta el día, pueda poner repentinamente en la mar una escuadra superior a la que el Rey de España consiguió del favor del Emperador Autócrata de todas las Rusias”.
      
        [20]
      
    

    
      
    

    
      Pese a la temprana extensión de rumores y noticias sobre su estado, lo cierto es que los barcos fueron examinados a su llegada y calificados, con dos excepciones, de útiles para el servicio. La escuadra fue recibida por Francisco Eguía, el único ministro que había intervenido en la operación, y por Baltasar Hidalgo de Cisneros, capitán general del Departamento de Cádiz y encargado de una primera inspección que dio por válidos los ocho barcos rusos arribados al puerto gaditano (Mitiuckov y Anca, 2009, 34). Se entiende, entonces, la satisfacción, y hasta euforia, transmitida por la
       Gaceta de Madrid
      , en el ya mencionado artículo publicado el 28 de febrero,
      
        [21]
      
       tanta que incluso se atrevía a hacer público y reconocer el papel crucial desempeñado por el rey en una negociación que había “entablado y continuado por sí mismo hasta su feliz conclusión”, así como a hacer gala del perfecto entendimiento alcanzado con Rusia, personificado en las excelentes relaciones entre Fernando VII y Alejandro I.
       
    

    
      El resultado de la inspección no había sido, en realidad, tan completamente favorable, pues fueron detectados algunos problemas, pero igualmente hay que entender la intencionalidad propagandística del artículo de la 
      Gaceta de Madrid
      , interesada en dar visibilidad a la renovada capacidad naval española. En todo caso, la buena sintonía entre las dos cortes permitió acordar una rápida solución a los inconvenientes encontrados en esa primera inspección. A finales de abril de 1818, Tatistcheff informó a su gobierno de la situación, explicando que la comisión española de expertos había dado por buenos tres de los cinco navíos de línea y dos de las tres fragatas, y que había señalado, en cambio, que uno de los barcos de línea necesitaba ser ampliamente reparado y que los dos buques restantes habían sido catalogados como inservibles. En consecuencia, el rey español había solicitado que, o se rebajara la suma de la compraventa, o que se enviaran tres nuevos barcos, a lo que el gobierno ruso accedió, facilitando rápidamente tres nuevas fragatas que llegaron el 11 de octubre, y que también fueron reconocidas por Hidalgo de Cisneros, que quedó satisfecho de su estado (Schop, 1984, 217-218). 
    

    
      Si todo estaba, pues, aparentemente en orden, cabe preguntarse cómo llegó entonces a crearse tan grande polémica en torno a esta escuadra, cuya compra ha estado desde entonces asociada a la corrupción. Entendemos que, para dar respuesta a este interrogante hay que tener en cuenta, en primer lugar, los aspectos técnicos que explican el deterioro de unos barcos que, en su mayor parte, llegaron en buen estado; en segundo lugar, las consecuencias políticas derivadas del modo en que se negoció y verificó la compra, que acabó comprometiendo el honor y la carrera de los ministros moderados; y, finalmente, el 
      modus operandi
       de la detestada camarilla, acostumbrada a sacar provecho económico de los asuntos de estado.
    

    
      Los problemas técnicos de la escuadra han sido bien estudiados. Schop Soler documentó algunos hitos de la travesía seguida por la escuadra desde su salida de Rusia que pueden explicar el desgaste y los daños de algunos de sus barcos (218-219); en tanto que Mitiuckov y Anca han explicado que aquellos buques no estaban pensados para durar tanto como los construidos en España, de ahí que, sin un mantenimiento adecuado, no tardaran en deteriorarse y en ser objeto de crítica (29-32, 35-36 y 50). 
    

    
      Los innegables problemas surgidos tras la recepción de los barcos servirían de base para la polémica, pero esta se alimentó principalmente de cuestiones políticas. El triunfo de la que podríamos llamar ala dura del gobierno y del entorno del rey, unido al carácter secreto que tuvo la negociación con Rusia, sentarían las bases de la temprana construcción de un relato descalificativo de la compraventa de la escuadra, iniciado por los propios ministros reformistas y repetido en adelante por el liberalismo decimonónico.
    

    
      
    

    
      Autorrepresentación y justificación: la denuncia de los ministros moderados
    

    
      Pizarro y Vázquez Figueroa, dos de los ministros que a priori debían haber participado de la operación, pero que fueron apartados de la misma por la lógica fernandina de gobierno, se encuentran entre los que despejaron el camino a la construcción de la historia negra de la escuadra rusa. Desconocedores de los detalles del negocio hasta que los barcos llegaron a Cádiz, los moderados criticarían sus anomalías, dando lugar a una crisis de gobierno que se saldó con su salida del ministerio. 
    

    
      Según las 
      Memorias históricas sobre Fernando VII
      ,
       
      atribuidas a José Joaquín de Mora, cuando Tatistcheff se trasladó a Cádiz con motivo de la llegada de la escuadra, Pizarro y Garay quisieron aprovechar, sin éxito, “para libertar al rey de la especie de tutela en que se hallaba” (Quin, 1840, I, 173-175). El propio Pizarro reconocería haber hablado con el rey “con franqueza y gravedad”, pero “los de la intriga”, viendo que, junto a Garay y Figueroa, era un obstáculo para su “plan de dilapidación y ambición”, orquestaron entonces su destitución, difundiendo rumores y calumnias sobre ellos hasta lograr su salida simultánea y precipitada del gobierno y de Madrid (García León, 1896, II, 164-165 y 175-181). Por su parte, Figueroa vincularía su separación del ministerio con el hecho de haber pedido al rey contar con los medios que garantizaran el envío de la expedición en las mejores condiciones posibles (Fontana, 1978, 296-297).
    

    
      El descontento del ministro de Estado no era tanto con el hecho en sí de la compra, pues reconocería la valía de la iniciativa del rey por “haber obtenido una intimidad política tan útil como la del poderoso Emperador de Rusia”, lo
       
      que había permitido acceder a unos navíos necesarios; sino con la exclusión de los ministerios controlados por los moderados, que en su opinión podían haber garantizado el éxito de la empresa. En primer lugar, el suyo, que habría peleado las condiciones del convenio y “evitado cualquier fraude subalterno”; en segundo lugar, el de Marina, que podría haber señalado el tipo de buques más necesarios; y, finalmente, el de Hacienda, que habría arreglado el “medio más honroso y económico del pago”. El carácter más juicioso que se atribuía a sí mismo y a sus compañeros, contrastaba con la descalificación de sus contrarios, “la sórdida codicia de Ugarte, el interés innoble de Tatitscheff, la necia ambición de Eguía”, que habrían pervertido y encarecido una operación en principio ventajosa para España. Por tanto, Pizarro, que desde su ministerio había valorado el acercamiento a Rusia como contrapeso a la posición dominante de Gran Bretaña en América, tachó la negociación de oscura y la asoció con las maniobras interesadas de la camarilla, según él acostumbrada a procurarse “anchurosas ventajas pecuniarias por negociaciones”, que en esta ocasión confirmó cuando recibió de Eguía un oficio “ruin e indecente” solicitando que la indemnización inglesa se pusiera en Londres en manos de un particular, y no del cónsul español, para que los “paniaguados de Eguía, Ugarte y Compañía” pudieran sacar de la operación un tanto por ciento (García León, 1896, II, 156 y 160-163). 
    

    
      Pizarro lamentaría que Eguía y Ugarte, que “eran los verdaderos ministros de Hacienda, Marina, Estado y Guerra”, hubieran logrado hacerse con el control de la situación y que, favorecidos por el secreto y la corrupción, hubieran trabado las políticas basadas en el orden y la razón solo porque interferían en el beneficio personal que lograban con el uso privativo de los fondos nacionales. El enfado de Pizarro era aún mayor porque, como la camarilla actuaba en segundo plano, consideraba que la opinión general dirigiría la mirada hacia él pidiendo responsabilidades, ya que, como ministro de Estado, se suponía que tenía que haber sido el responsable de la negociación con Rusia (García León, 1896, II, 162 y 184-185).
    

    
      Vázquez Figueroa también se referiría a la escuadra rusa en sus memorias. A diferencia de Pizarro, su crítica se dirigió, en un relato interesado, al estado de los barcos, a los que descalificó casi por completo. Relegado de la negociación y destituido del gobierno, Figueroa exageró en sus memorias y, como señaló Fontana, aseguró que todos los barcos “estaban totalmente inútiles”, cuando conocía, por el informe emitido por Hidalgo de Cisneros, que no era realmente así (Fontana, 1978, 295).
    

    
      
    

    
      El peso de la memoria liberal
    

    
      En paralelo a los relatos personales de Pizarro y Figueroa, el liberalismo no tardaría en hacerse eco de la doble tacha, corrupción en la negociación y podredumbre de los barcos, atribuida por estos a la escuadra, y a partir de entonces el relato sería repetido como un mantra, obviando el proceso real de compra y los primeros informes de los expertos españoles.
    

    
      Ya en el Trienio Liberal el 
      Diario Mercantil de Cádiz
       recordaría los problemas de la escuadra cuando, en abril de 1821, informó sobre la situación vivida en Brasil semanas atrás con motivo de haberse proclamado la constitución en algunas poblaciones. Lo interesante es que, en este contexto, se avisaba de la iniciativa del Congreso de Laybach de enviar una expedición numerosa para “poner las cadenas a los súbditos de la princesa Real de la corte del Brasil, hija del emperador de Austria”, y que, con fines claramente descalificativos, se mencionaba que sería “auxiliada por una escuadra rusa compuesta de buques tan sólidos como aquellos venidos a España en 1818”, añadiendo, en un tono no falto de sarcasmo, que “ya se debe considerar todo el Brasil constitucional”.
      
        [22]
      
    

    
      Más allá de la prensa, uno de los primeros en reproducir el relato crítico fue José Manuel Vadillo, que en 1829 no solo mencionaba “la compra de los inservibles navíos rusos” como el único acto reseñable en favor de la marina española de aquellos años, sino que situaba en el centro de la polémica al embajador ruso Tatitscheff, que “no hizo en Madrid sino intrigar para sobreponerse a la camarilla, y ser el distribuidor de los favores del rey”, que se erigió en elemento desestabilizador y que se enriqueció además con ello (Vadillo, 1836, 304 y 325). 
    

    
      Poco más tarde, las 
      Memorias históricas sobre Fernando VII 
      también subrayarían, siguiendo el relato que se estaba imponiendo, el engaño que había envuelto a la operación. Según su versión, el negocio lo habría hecho Rusia, que habría aprovechado para “desembarazarse de tres barcos podridos en pago de los que recibió una suma considerable”, si bien reconocía que, con posterioridad, se habían entregado dos fragatas en mejor estado (Quin, 1840, I, 172-173).
    

    
      También a principios de los años cuarenta, Estanislao de Kostka Vayo recordó, en su 
      Historia de la vida y reinado de Fernando VII de España
      ,
       
      el papel desempeñado por el rey, responsable de haber “entablado y concluido por sí mismo en su correspondencia autógrafa con el emperador Alejandro” la compra de una armada rusa compuesta de barcos “malísimos”. Cargaba igualmente las tintas sobre Tatitscheff, a quien culpaba de haber trabajado “el asunto con sumo ardimiento”, aprovechando que “privaba entonces con el monarca español” para constituirse en el “centro de la camarilla”. Por último, señalaba a la propia camarilla por haber aprovechado la ocasión para desprenderse de los ministros de Hacienda, Estado y Marina, condenados al destierro (Vayo, 1842, II, 131-132).
    

    
      Las líneas generales de la interpretación canónica del asunto quedaron ya fijadas a partir de entonces, dando por hecho del estado ruinoso de los barcos y los manejos fraudulentos e intrigas que facilitaron la compraventa y el engaño. Esta imagen, constituida en lugar común desde entonces, se fue no obstante dotando de nuevos perfiles y significados a la luz de los diferentes contextos políticos y dinámicas internacionales a las que España tuvo que hacer frente. Así, por ejemplo, a final de siglo, cuando se estaban afrontando los efectos de la guerra en Cuba y los riesgos del reajuste del contexto internacional, la referencia a la escuadra rusa alcanzó un valor ejemplificador de las consecuencias que las malas praxis de sus dirigentes tenían para el conjunto del país. 
      La Justicia
      , periódico madrileño que se definía como órgano del centro republicano, participaba, en junio de 1896, las noticias publicadas aquellos días sobre la adquisición para la marina de guerra española de dos barcos construidos en Génova calificados de poco idóneos por atrasados y “débilmente protegidos”. La denuncia de la operación por “visos de escandalosa” fue reforzada trayendo a colación el recuerdo de la escuadra rusa, que permitía proyectar una mirada crítica y fiscalizadora sobre la decisión del gobierno conservador y mostrar las posibles consecuencias de sus decisiones para el prestigio y los intereses del pabellón español.
    

    
      
    

    
       “Es preciso que estemos alerta, porque la ceguedad, que no queremos nombrar otras causas, de nuestro gobierno, está a punto de hacer una compra tan inmoral, como la de los barcos rusos, amañada por el ruso Tattischeff y Ugarte, ambos íntimos de Fernando VII, el 21 de febrero de 1818. Aquellos barcos, que la 
      Gaceta
       del 28 de febrero de aquel año, declaraba de recibo y en completo estado de armamento, estaban inservibles, totalmente apolillados, y que fueron uno de los baldones de aquella reacción, pueden ser un ejemplo funesto, que se repite en esta época, también de reacción y muy semejante a aquella en el desenfreno político y administrativo”.
      
        [23]
      
    

    
      
    

    
      La sombra de la corrupción y de los intereses personales y deshonestos que movían al gobierno, mostrada en estas líneas tan solo veladamente bajo la fórmula de no querer “nombrar otras causas”, ocuparía no obstante un papel central en otras aproximaciones de los primeros años del siglo XX, en un tiempo ya marcado por el desastre del 98. 
    

    
      En 1903, Cesáreo Fernández Duro, en su 
      Armada española desde la unión de los Reinos de Castilla y Aragón
      , apuntaba directamente a la corrupción y sostenía su denuncia en la desaparición intencionada de todo rastro de la negociación y la compraventa. En efecto, exponía que se había procurado que el negocio “no dejara huella por donde llegara algún día a rastrearse”, por lo que se hicieron “desaparecer los documentos de los archivos de los ministerios en que debieran radicar”, de tal forma que difícilmente se iba a descubrir en la historia de la administración una operación tan censurable. Fernández Duro calificaría entonces la transacción de “negocio tenebroso”, y presentaría como pruebas de la intervención de corruptelas e intereses espurios tanto el mal estado de los barcos, sin pertrechos de guerra y con las maderas podridas, como la naturaleza del contrato, cuya cantidad se había fijado “sin otro fundamento que la palabra de la parte interesada” y sin establecer “ninguna condición técnica obligada al buen estado de los buques” (Fernández, 1903, IX, 135-138).
    

    
      Al siguiente año vería la luz la que sería la obra más extensa y completa de las dedicadas hasta entonces a la escuadra rusa. Firmada por Manuel de Saralegui y Medina, su título, 
      Un negocio escandaloso en tiempos de Fernando VII
      , marcaba ya, sin ambages ni ambigüedades, sus principales líneas narrativas y de interpretación. 
    

    
      En su primer capítulo, “El rey y la camarilla”, el monarca quedaba pronto caracterizado como “avaro detentador de los bienes de la patria, como vicioso dilapidador de la fortuna pública, como torpe e interesado inspirador de negocios bochornosos”; mientras a su alrededor se situaban “torpes consejeros” que cultivaban una “mal entendida fidelidad” que consistía en “servil adulación e incondicional aplauso” (Saralegui, 1904, 10-13). De este modo, la “ruinosa adquisición” de la flota quedaba igualmente vinculada a la actuación del funesto Tatistcheff, apoyado en Ugarte “y demás 
      serviles aduladores de la camarilla
      ”, lo que le llevaba a definir la compra bajo la fórmula “todo para Rusia… nada para España” (Saralegui, 1904, 37-38 y 43-44).
    

    
      En todo caso, su crítica apuntaba directamente a Fernando VII, “reputado por príncipe sagaz y malicioso” a quien creía que era imposible engañar o sorprender, de ahí que concluyera que no pudiera desconocer que los barcos estuvieran, a su llegada, “completamente podridos” e “incapacitados”. Por ello, dejaba la puerta abierta para acusar al rey de haber encabezado una trama ilícita y corrupta: “¿No parece más lógico admitir en todo ello la existencia de algo así como un valor entendido, de que fuera principal explotador el propio Soberano?” (Saralegui, 1904, 50-52). La consideración del monarca era tan baja que el “criminal despilfarro” no era presentado como una excepción, sino como la norma, como una más de las infamias dignas “de figurar en el catálogo de las muchas y grandes cometidas bajo el despótico cetro de Fernando” (Saralegui, 1904, 71). El duro juicio que le merecía el rey llegaba hasta el final de la obra, cuando, al hacer referencia a que solo un navío ruso llegó a abandonar el puerto de Cádiz, lamentaba el malgasto de los centenares de millones de los que había dispuesto arbitrariamente, esquilmando el maltrecho Tesoro nacional (Saralegui, 1904, 111).
    

    
      La dura crítica de Saralegui tenía, en última instancia, tal como expresamente recogía al cierre de la obra, una intención ejemplificadora e instructiva para la España de principios del siglo XX que, obligada a enfrentarse a nuevos ajustes y desafíos, no debía caer en los errores del pasado y aprender de las “amargas experiencias” para evitar su repetición (Saralegui, 1904, 113).
    

    
      Los relatos aparecidos en los años siguientes, ya fuera en libros de corte académico y especializado o en artículos de prensa dirigidos a un público más general, se situaron dentro de esas mismas coordenadas en lo que respecta, por ejemplo, a la conducta fraudulenta liderada por el monarca y a las condiciones ruinosas de los barcos. Insistían, asimismo, en el carácter ejemplarizante y aleccionador que tenía que tener su conocimiento ante los retos que enfrentaba el país casi un siglo más tarde. En mayo de 1909, 
      El País
      , intitulado como diario republicano, publicaba el artículo “Un negocio real. Escuadra podrida comprada por Fernando VII”, en el que, en un contexto de preocupación por la regeneración naval española, reprobaba el modo en que el rey y la camarilla, en la que tenía un peso importante un “truchimán ruso” embajador del zar, habían tramitado la compra de la escuadra, incidiendo en el interés personal del primero en la operación, en la que se decía “ganaba personalmente un tanto por ciento considerable”, por lo que se deducía que su elevada asignación le resultaba insuficiente para costear sus “despilfarros y vicios”. Concluía entonces denostando “el crimen de Fernando VII, que costó tantos millones, tanto deshonor y tantos sufrimientos a la Marina española”, señalándolo como “rey traidor y chanchullero”.
      
        [24]
      
    

    
      Aquel mismo mes, el 
      Diario de la Marina
      , cabecera de carácter conservador publicada en La Habana, incluía, en el apartado de correspondencia, el contenido de una comunicación fechada en Madrid en abril anterior en la que, a partir de la noticia de la grave acusación lanzada contra el gobierno a propósito de la renovación de la escuadra española, rememoraba diferentes episodios anteriores sobre la cuestión, incluyendo el de la “desdichada compra” de los barcos rusos en tiempos de Fernando VII, reiterando la idea de que la mayoría estaban “apolillados y podridos”. A diferencia del republicano 
      El País
      , en esta ocasión se disculpaba al rey, a quien la camarilla habría involucrado “en compromisos políticos y económicos que él no conocía y la nación lamentaba”.
      
        [25]
      
    

    
      En 1922, transcurrido prácticamente un siglo de los hechos, el marqués de Villa-Urrutia también les prestaría atención en su libro 
      Fernando VII, rey constitucional
      . Villa-Urrutia recuperó la visión crítica del monarca, caracterizado como quien se complacía “en engañar a unos y a otros, porque la doblez y la mentira tenían en el real ánimo su asiento”, así como inclinado a “urdir tramoyas diplomáticas”. Y ejemplificó este retrato con el caso de la compra de la escuadra rusa, “unos cuantos barcos totalmente inservibles” que tuvieron que ser desguazados y usados como leña, en una costosa transacción de la que jamás se pudo averiguar el paradero de la suma abonada, lo que apuntaba a un “negocio escandaloso” en el que habría estado implicado el trono (Villa-Urrutia, 1922, 43-44). Las sospechas de corrupción fueron ratificadas más adelante, cuando consideraba fundados los rumores sobre que una parte importante de los fondos utilizados para la compra se la repartieron “amigablemente” Tatitscheff y Ugarte, y que “hasta al Rey llegaron las salpicaduras”, lo que no era de sorprender dado además que, según afirmaba, “no gozaba Fernando, ni entre los extranjeros ni entre los españoles, reputación de incorruptible” (Villa-Urrutia, 1922, 221). 
    

    
      A esas alturas, la compra de la escuadra rusa se había convertido en referente prácticamente ineludible a la hora de analizar la corrupción y sus prácticas en la política española, aún más si el análisis tenía intención ejemplarizante, pues entonces servía de manera muy efectiva como llamada de atención contra los manejos de la clase política, con la corona a la cabeza. 
    

    
      
    

    
      Consideraciones finales
    

    
      Favorecido por el secretismo que rodeó las negociaciones, reforzado por la desaparición de buena parte de la documentación asociada a las mismas, el relato inicial difundido por los ministros damnificados por la operación contribuyó a sentar las bases de la construcción de una narración que se alimentó del deterioro de la imagen de Fernando VII, progresivamente presentado como rey depredador carente de escrúpulos. El resultado fue replicado por la historiografía liberal a lo largo del siglo XIX, y recuperó protagonismo en el contexto de la crisis final del imperio español, en el que las carencias de la armada volvieron al debate público, esta vez con implicación también de la opinión republicana. 
    

    
      En definitiva, todo se conjuró para perpetuar un relato que, aunque por momentos inexacto, sigue aún hoy presente en la memoria de la corrupción política en España. En efecto, la fuerza de la imagen fijada durante el primer siglo que hemos estudiado en estas páginas, se ha proyectado en el tiempo y ha persistido hasta la actualidad, de manera que, en un contexto también de recurrentes escándalos políticos y financieros, el recuerdo de aquel negocio fraudulento resurge de tanto en tanto en la prensa y en los medios digitales como instrumento de denuncia del arraigo del uso espurio de los fondos públicos en España, que prima la ambición personal y la falta de escrúpulos de la clase política, incluida la monarquía, sobre los intereses generales de la sociedad que gobiernan.
    

    
      Por ejemplo, en un artículo de opinión publicado en 
      El Diario Palentino
       en diciembre de 1984 con el título “La turbina en la cloaca” se hacía referencia, entre el conjunto de “los escándalos políticos y financieros que han agitado la vida española” a lo largo de la historia, a la compra de los barcos rusos “viejos” o “podridos”, y de la que se destacaba asimismo que “fue un negocio si no sucio por lo menos escandaloso”.
      
        [26]
      
       En otro publicado en 
      La Tribuna de Ciudad Real
       en marzo de 1995 bajo el título “De Guerra (siglo XV) a Guerra (siglo XX)”, que abordaba la cuestión del fraude y de la corrupción en la historia de España al hilo de los casos del partido en el gobierno en aquel año, se incluía el episodio de las “sustanciosas comisiones ilegales pagadas a los amiguetes de Fernando VII por la adquisición” de la escuadra rusa como una muestra de que “conductas corruptas ha habido siempre y seguirá habiéndolas anudadas al poder”.
      
        [27]
      
       Más recientemente, en 2020, el diario 
      ABC
      , al reseñar una publicación del divulgador histórico Alfred López
      , 
      elegía como título del artículo “La gran estafa de Rusia al Imperio español que Fernando VII ocultó por vergüenza”
       
      
        [28]
      
       Estos ejemplos vienen a mostrar cómo la memoria de la compra irregular de una escuadra durante el sexenio absolutista, una de las etapas menos estudiadas de la historia contemporánea de España, ha terminado ocupando, apoyada en una combinación de hechos reales y suposiciones no siempre fáciles de confirmar, un lugar privilegiado en la historia de la corrupción española.
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